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RECONOCIMIENTO PRESTACIONES ECONÓMICAS / PAGO PENSIÓN DE INVALIDEZ / REQUISITOS / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA INVALIDEZ / COTIZACIONES REALIZADAS DESPUES DE LA FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / “En este caso, en que la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, calificó en un 64.48% la pérdida de capacidad laboral del demandante, quien además carece de recursos económicos para atender su sustento, como lo dijo en el escrito por medio del cual se promovió la acción, hecho que no fue desvirtuado por la parte demandada, puede afirmarse que se está frente a una persona digna de especial protección constitucional y por ende, el asunto planteado se torna de naturaleza constitucional. En consecuencia, es la acción de tutela el instrumento idóneo para proteger derechos como aquellos cuya protección invoca el peticionario.”

(…)

“Descendiendo al asunto que se decide, se diría, en principio, que las sub-reglas en cita se cumplen, como quiera que el accionante fue calificado con una pérdida de su capacidad laboral superior al 50%. Además, porque, a primera vista, se habría desconocido que a pesar de que la fecha de estructuración de la invalidez se fijó en el año 1998, entre los años 2003 y 2011 estuvo cotizando al sistema, lo que lo ubicaría en la situación de que pudo estar prestando su fuerza laboral hasta ese último año y, por tanto, en los tres años anteriores alcanzó la cotización de las cincuenta semanas. 

Pero, y aquí viene la observación, hay que ver que el dictamen de la Junta de Calificación, señala dos diagnósticos: traumatismos de la médula espinal cervical y úlcera de miembro interior; y se dice en las consideraciones, de manera expresa, que “…su estado de invalidez se genera a partir de la herida sufrida a nivel de columna cervical que afecta la médula espinal por lo cual la fecha en que ocurre dicho evento es la fecha de estructuración de la invalidez. Patologías posteriores solo aumentan el porcentaje de pérdida de capacidad en un paciente ya en estado de invalidez”. Lo cual sugiere, sin duda, que desde aquella época estuvo incapacitado para trabajar, y eso es lo que refleja, precisamente, la información que suministró a la junta, según la cual, como antecedente laboral, en la descripción del cargo actual, quedó claramente consignado que “No labora desde hace unos 16 años”; y más adelante, en los antecedentes de exposición laboral, se mencionó que desempeñó labores de campo “desde los 15 hasta los 32 años “, lo que reafirma la anterior anotación, pues si el dictamen se rindió en septiembre de 2014, y el demandado nació en el año 1966, contaba para esa fecha 48 años, de manera que si trabajó hasta los 32, es porque, efectivamente, hacía 16 años no desempeñaba ninguna actividad laboral. 

Con este recuento queda en evidencia que la nutrida jurisprudencia no viene aplicable al caso del accionante, pues resulta indiscutible que las cotizaciones reportadas fueron realizadas muchos años después de que cesó su actividad laboral, producto de las lesiones que había sufrido en su columna. Así que para aquella época, que podría tomarse como hito para el reconocimiento de la pensión, no había realizado ningún aporte al sistema. 

Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado se niega, aunque no por improcedente, en razón a que de acuerdo con los argumentos aquí plasmados, se analizó de fondo el asunto, en razón a que es el demandante sujeto de especial protección constitucional.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-953 de 2014. / Sentencia T-480 de 2015. / Sentencia T-020 de 2016. / Sentencia C-428 de 2009. / Sentencia T-163 de 2011

Sentencias T-843 de 2004, T-262 de 2005, T-710 de 2009, T-671 de 2011, T-785 de 2011, T-773 de 2012 y T-043 de 2014.

“…cuando se trata del reconocimiento de una pensión de invalidez de quien padece de una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, y se le ha determinado una fecha de estructuración de invalidez en forma retroactiva, se deberán tener en cuenta los aportes realizados al Sistema, durante el tiempo comprendido entre dicha fecha, y el momento en que la persona pierde su capacidad laboral de forma permanente y definitiva”.

------------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre treinta (30) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 473 del 30 de septiembre de 2016

Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00271-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el  accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 12 de julio pasado, en la acción de tutela que el señor Jorge Eliécer García Valencia instauró contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.
ANTECEDENTES

1.- Relató el actor, por medio de su apoderado, los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Fue valorado el pasado 11 de septiembre de 2014 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, entidad que determinó el 64.48% de pérdida de la capacidad laboral, con fecha de estructuración del 16 de septiembre de 1998 y enfermedad de origen común.

1.2 Ante Colpensiones elevó solicitud de pensión de invalidez el 19 de diciembre de 2014, entidad que mediante resolución GNR 875444 del 28 de marzo de 2016 negó la prestación porque “…acreditaba 0 semanas cotizadas en el periodo comprendido entre el 16 de septiembre de 1997 y el 16 de septiembre de 1998”.

1.3 Acredita un total de 448 semanas cotizadas hasta el 29 de diciembre de 2011, fecha en la que dejó de cotizar al sistema porque no contaba con la capacidad física suficiente para trabajar.
1.4 Con fundamento en jurisprudencia que consideró aplicable al caso, considera procedente se tengan en cuenta las 448 semanas cotizadas con posterioridad al 16 de septiembre de 1998, pues completa el requisito exigido por la Ley 100 de 1993 en su versión original, o tener como fecha de estructuración de la invalidez la de su última cotización al sistema, esto es, el 29 de diciembre de 2011, para  a partir de allí contabilizar las 50 semanas de que trata la Ley 860 de 2003. 
1.5 Además de su invalidez, vive con sus ancianos padres, quienes  carecen de un ingreso fijo que les permita vivir en condiciones  dignas. 
2.- Para proteger sus derechos al mínimo vital, igualdad, seguridad social y dignidad humana, solicitó se ordenara a Colpensiones reconocer y pagar su pensión de invalidez.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 30 de junio de este año se admitió la acción contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones.
2.- Se pronunció el Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente al cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de la entidad demandada: Se refirió a la subsidiaridad que caracteriza la tutela y que la torna improcedente en este caso porque el interesado cuenta con otros medios de defensa judicial, además, no interpuso recurso alguno contra la resolución GNR 875444 del 28 de marzo de 2016. Solicita declarar improcedente la acción de tutela.  

3.- Mediante sentencia de 12 de julio último, la señora Jueza Segunda Civil del Circuito de Pereira decidió no tutelar  los derechos invocados. Para decidir así, con apoyo jurisprudencial, consideró improcedente la tutela para tratar asuntos de índole económica y porque el demandante puede acudir a la jurisdicción ordinaria para que defina la cuestión, mecanismo que considera idóneo para obtener su pensión de invalidez, el que no acreditó resultara insuficiente.
4.- Inconforme con esa decisión, la parte demandante la impugnó. Adujo que la tutela en este caso resulta procedente, pues tiene sesenta y cinco años de edad, por su estado de invalidez y precaria situación económica, así como la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre estos eventos. Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se acojan sus pretensiones.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2.- Corresponde a esta Sala decidir si en este caso, a pesar de la subsidiaridad que caracteriza la tutela, esta resulta procedente  para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez que reclama el demandante y de ser positivo ese interrogante, establecer si la entidad demandada lesionó los derechos fundamentales cuya protección invoca, con la decisión de negarle aquella prestación. 

3.-  Es sabido que una de las características de la acción de tutela es el constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Por esa razón, el artículo 6°, numeral 1° del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

En principio puede entonces afirmarse que la tutela es improcedente porque cuenta la accionante con un mecanismo de protección, concretamente la jurisdicción contenciosa administrativa, competente para conocer sobre la legalidad del acto administrativo por medio del cual se le negó la pensión de invalidez.
No obstante lo anterior, excepcionalmente es posible que por la vía del amparo constitucional sean analizados los debates que se promuevan frente al reconocimiento de esta clase de derechos. 

Sobre ese aspecto en particular, la Corte Constitucional en Sentencia T-953 de 2014 expuso:

“La acción de tutela procede cuando (i) no existan otros medios de defensa judiciales para la protección del derecho amenazado o desconocido; cuando (ii) existiendo esos mecanismos no sean eficaces o idóneos para salvaguardar los derechos fundamentales en el marco del caso concreto, evento en que la tutela desplaza el medio ordinario de defensa; o cuando (iii) sea imprescindible la intervención del juez constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable (art. 86, CP), hipótesis en la cual el amparo opera en principio como mecanismo transitorio de protección. 

En los casos en que se invoca la protección del derecho a la seguridad social, y específicamente cuando se reclama el reconocimiento de una pensión de invalidez, la Corte ha sostenido que la tutela no es el mecanismo de defensa principal en tanto existen otros medios en las jurisdicciones laboral y administrativa, según el caso. Sin embargo, en ocasiones excepcionales ha dicho que la protección constitucional sí procede, cuando se encuentra comprometido el goce de los derechos fundamentales de sujetos de especial protección constitucional, como personas de la tercera edad, individuos con disminuciones físicas y sensoriales notables, y niños que necesiten de los recursos para cubrir sus necesidades básicas.”

En este caso, en que la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, calificó en un 64.48% la pérdida de capacidad laboral del demandante
, quien además carece de recursos económicos para atender su sustento, como lo dijo en el escrito por medio del cual se promovió la acción, hecho que no fue desvirtuado por la parte demandada, puede afirmarse que se está frente a una persona digna de especial protección constitucional y por ende, el asunto planteado se torna de naturaleza constitucional. En consecuencia, es la acción de tutela el instrumento idóneo para proteger derechos como aquellos cuya protección invoca el peticionario. 

4.- Por tanto, como se supera el requisito de subsidiaridad, analizará la Sala si el citado señor cumple los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez.

Siguiendo de cerca las últimas orientaciones de la Corte Constitucional sobre el reconocimiento de la pensión de invalidez por este excepcional camino, cuando se trata de un sujeto de especial protección
, recientemente
 se recordaron las: 

“Reglas constitucionales para garantizar el derecho a la pensión de invalidez en los casos de enfermedad crónica, degenerativa o congénita, cuando la pérdida de la capacidad laboral es progresiva. 

Conforme a lo señalado en precedencia, el régimen legal para acceder a la pensión de invalidez se encuentra prescrito en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. La norma dispone que tendrá derecho a la pensión de invalidez la persona que sea declarada inválida, por enfermedad o por accidente, y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.”
. La norma señala que el término para completar las cincuenta (50) semanas requeridas, se cuenta a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, es decir, del momento a partir del cual la persona ha perdido la capacidad de laborar en tal grado, que le es imposible seguir cotizando al Sistema. La determinación de cuándo se tiene una pérdida de capacidad relevante para efectos pensionales, se establece a través del dictamen médico que realizan las Juntas Calificadoras de Invalidez.

Ahora bien, cuando se trata de accidentes o de situaciones de salud que generan la pérdida de capacidad de manera inmediata, la fecha de estructuración de la invalidez coincide con la fecha de la ocurrencia del hecho; sin embargo, existen casos en los cuales la fecha en que efectivamente una persona está en incapacidad para trabajar, es diferente a la fecha que indica el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral; esta última situación se presenta, generalmente, cuando se padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, en donde la pérdida de capacidad laboral es progresiva, en estos casos las calificaciones de invalidez se determinan generalmente con base en la fecha en la que se presentó el primer síntoma de la enfermedad, o en aquella que señala la historia clínica como de diagnóstico de la enfermedad. Empero, en este tipo de enfermedades dichas calificaciones no corresponden de manera cierta al momento en el que la persona pierde la capacidad laboral de manera permanente y definitiva, tal y como lo exige la normatividad que regula la pensión de invalidez.
 En consecuencia se genera una desprotección constitucional y legal de las personas con invalidez.
”
En esa misma providencia, después de traer a colación las sentencias T-843 de 2004, T-262 de 2005, T-710 de 2009, T-671 de 2011, T-785 de 2011, T-773 de 2012 y T-043 de 2014, concluyó que: 

“…cuando se trata del reconocimiento de una pensión de invalidez de quien padece de una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, y se le ha determinado una fecha de estructuración de invalidez en forma retroactiva, se deberán tener en cuenta los aportes realizados al Sistema, durante el tiempo comprendido entre dicha fecha, y el momento en que la persona pierde su capacidad laboral de forma permanente y definitiva”.

Descendiendo al asunto que se decide, se diría, en principio, que las sub-reglas en cita se cumplen, como quiera que el accionante fue calificado con una pérdida de su capacidad laboral superior al 50%. Además, porque, a primera vista, se habría desconocido que a pesar de que la fecha de estructuración de la invalidez se fijó en el año 1998, entre los años 2003 y 2011 estuvo cotizando al sistema, lo que lo ubicaría en la situación de que pudo estar prestando su fuerza laboral hasta ese último año y, por tanto, en los tres años anteriores alcanzó la cotización de las cincuenta semanas. 

Pero, y aquí viene la observación, hay que ver que el dictamen de la Junta de Calificación, señala dos diagnósticos: traumatismos de la médula espinal cervical y úlcera de miembro interior; y se dice en las consideraciones, de manera expresa, que “…su estado de invalidez se genera a partir de la herida sufrida a nivel de columna cervical que afecta la médula espinal por lo cual la fecha en que ocurre dicho evento es la fecha de estructuración de la invalidez. Patologías posteriores solo aumentan el porcentaje de pérdida de capacidad en un paciente ya en estado de invalidez”. Lo cual sugiere, sin duda, que desde aquella época estuvo incapacitado para trabajar, y eso es lo que refleja, precisamente, la información que suministró a la junta, según la cual, como antecedente laboral, en la descripción del cargo actual, quedó claramente consignado que “No labora desde hace unos 16 años”; y más adelante, en los antecedentes de exposición laboral, se mencionó que desempeñó labores de campo “desde los 15 hasta los 32 años “, lo que reafirma la anterior anotación, pues si el dictamen se rindió en septiembre de 2014, y el demandado nació en el año 1966, contaba para esa fecha 48 años, de manera que si trabajó hasta los 32, es porque, efectivamente, hacía 16 años no desempeñaba ninguna actividad laboral. 

Con este recuento queda en evidencia que la nutrida jurisprudencia no viene aplicable al caso del accionante, pues resulta indiscutible que las cotizaciones reportadas fueron realizadas muchos años después de que cesó su actividad laboral, producto de las lesiones que había sufrido en su columna. Así que para aquella época, que podría tomarse como hito para el reconocimiento de la pensión, no había realizado ningún aporte al sistema. 

6.- Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado se niega, aunque no por improcedente, en razón a que de acuerdo con los argumentos aquí plasmados, se analizó de fondo el asunto, en razón a que es el demandante sujeto de especial protección constitucional.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 12 de julio, en la acción de tutela instaurada por el señor Jorge Eliécer García Valencia contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-. MODIFICÁNDOLA en el sentido de que el amparo reclamado se niega.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 15 a 17, cuaderno No. 1


� Sentencia T-480 de 2015


� Sentencia T-020 de 2016


� Sentencia C-428 de 2009. M.P. Mauricio González Cuervo.


� Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, y Decreto 917 de 1999. En la sentencia T-163 de 2011, M.P. María Victoria Calle, se estableció: (i) En los casos que se enmarcan dentro del presupuesto señalado, la fecha de estructuración no responde a este criterio; por el contrario, se establece en un momento en que los síntomas de la enfermedad -crónica, degenerativa o congénita- se hacen notorios, pero no son definitivos. (ii) El artículo 3 del Decreto 917 de 1999 (Por el cual se modifica el Decreto 692 de 1995 -por el cual se adopta el Manual Único para la Calificación de la Invalidez.-) define la fecha de estructuración de la invalidez como “la fecha en que se genera en el individuo una pérdida en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva. Para cualquier contingencia, esta fecha debe documentarse con la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o corresponder a la fecha de calificación. En todo caso, mientras dicha persona reciba subsidio por incapacidad temporal, no habrá lugar a percibir las prestaciones derivadas de la invalidez”.


� Sentencia T-163 de 2011, M.P. María Victoria Calle.
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